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EL ENGAÑO NORMATIVO EN EL DELITO DE ESTAFA

El engaño es una cuestión de imputación objetiva, por ello no debe preguntarse ¿quién causó el error? Sino ¿quién es competente por el déficit de conocimientos de la víctima? Y el criterio que orienta el reparto de incumbencias respecto a la averiguación de la información es el de accesibilidad normativa, es decir, es la posibilidad que tiene el disponente tiene por una parte acceso a la información que necesita para tomar una decisión de disposición y goza, por otra, de los conocimientos necesarios para descifrarla. Si hay accesibilidad normativa de la información para el disponente, incumbe a este último averiguarla.








[DATOS GENERALES DEL PROCESO]
RECURSO	: 	Recurso de Nulidad
RECURRENTE	:	Hilda Cecilia Chacaltana Pacheco
			Octava Fiscalía Superior penal de Lima
PROCESADO	:	Hilda Cecilia Chacaltana Pacheco
		 

AGRAVIADA	:	José Antonio Requejo Morales, Jorge Jesús salas Gutierrez, Juan Pablo Pérez Olivos y Giancarlo Sarria Iraola
DELITO	:		Delitos contra la Fe Pública -Falsedad Genérica
			Delitos contra el Patrimonio -Estafa

DECISIÓN	: 
	HABER NULIDAD  en la sentencia de fecha once de mayo de dos mil quince, emitida por la Segunda Sala Penal para procesos con reos en cárcel de Lima, de la Corte Superior de Justicia de Lima, en el extremo que condenó a Hilda Cecilia Chacaltana Pacheco como autora del delito contra el patrimonio -Estafa-, en agravio de[image: ] Jorge Jesús Salas Gutierrez, Juan Pablo Pérez Olivos y Giancarlo Sarria Iraola; imponiéndole cuatro años de pena privativa de libertad efectiva; y, fijó en la suma de cinco mil soles el monto que por concepto de reparación civil deberá pagar la condenada a cada uno de dichos agraviados; sin perjuicio de devolver lo estafado; con lo demás que contiene; y REFORMÁNDOLA, la absolvieron de la acusación fiscal por el delito contra el patrimonio -Estafa-, en agravio de Jorge Jesús Salas Gutierrez, Juan Pablo Pérez Olivos y Giancarlo Sarria Iraola; MANDARON anular los antecedentes policiales y judiciales de la absuelta, que se hayan generado con motivo del presente juzgamiento; archivándose definitivamente el presente proceso.


[DESCRIPCIÓN DEL CASO]
El Ministerio Público quiere lograr una mayor pena, por otro lado, la procesada quiere lograr la absolución de la acusación fiscal.


Hechos imputados [tomado de la acusación fiscal]
1. Entre enero a octubre de 2007, la procesada realizó dos hechos donde se empleó engaño y ocasionó perjuicio patrimonial.

Hecho uno: 
2. La procesada engañó a los propietarios de las empresas Menzala Motors SAC y Grupo Escarabajo, cuyo giro comercial era la venta de y alquiler de vehículos motorizados.
3. Se presentó ante dichas empresas como una persona solvente y confiable
4. Bajo error las empresas le entregaron vehículos [en su mayoría camionetas cuatro por cuatro] para ser dados en alquiler o alquiler-venta a empresas mineras con sede en la ciudad de Ica:
1) La empresa Menzala Motors SAC, le entregó 6 vehículos.
2) La empresa Grupo Escarabajo, le entregó 49 vehículos.
5. La procesada abonó una parte del dinero pactado y posterior sin condición de propietaria vende los citados vehículos a terceras personas.

Hecho dos:
6. La procesada vende a precios bajos los vehículos a personas naturales sin tener la condición de propietaria y sosteniendo que provenían de remates judiciales, esto está relacionado al engaño.
7. Se suscribe contrato de compra venta a pazo con reserva de dominio de vehículo usado, pago garantizado con letras de cambio.
8. Cuando los compradores [agraviados] solicitaban la entrega de las tarjetas de propiedad, la procesada sostenía que estaban en trámite, hasta que culminen con pagar la totalidad del vehículo. Esto era un ardid o engaño dado que:
1) Las compañías vendedoras no iban a entregar las tarjetas de propiedad.
2) En algunos casos, la procesada solo pagaba un adelanto e incumplía con los abonos mensuales
3) En otros casos, los vehículos habían sido entregados solamente en alquiler.
4) En ambos casos, la procesada no podía disponer sobre la propiedad de los vehículos.
9. Los compradores tuvieron, finalmente, que devolver los autos, sin que les hayan devuelto el dinero que pagaron por los mismos.


Fundamentos de la Segunda Sala Penal Superior para Procesos con Reos en Cárcel de Lima
1. El delito de estafa relacionado a las empresas propietarias de los vehículos objeto de proceso, la conducta resulta atípica, dado que se trata de un incumplimiento de índole civil, la procesada precisa su nombre completo y cumple con las formalidades en los contratos firmados.
2. Existe engaño idóneo y eficaz en perjuicio de Jorge Jesús Salas Gutierrez, Juan Pablo Pérez Olivos y Giancarlo Sarria Iraola [agraviados adquirientes] por lo siguiente:
1) La procesada ofreció en venta vehículos a un precio por debajo del mercado, aduciendo que provenían de remates judiciales.
2) Se aparentó cualidades supuestas [bienes, créditos, comisión]
3) Todo ello, provocó un error en los agraviados, viciando su voluntad al contratar con la procesada.
3. El resto de los agraviados adquirientes no presentaron pruebas originales.
4. La procesada altera la verdad para conseguir la disposición patrimonial de los agraviados, con ello, el supuesto fáctico del delito de falsedad genérica queda absorbido por el delito de estafa, correspondiendo absolver por dicho delito.

Fundamentos del Recurso de Nulidad -Agravios

1. El Ministerio Público sostiene:
1) Los agraviados otorgantes fueron inducidos a error, no recibieron sus pagos y la procesada se portó como propietaria.
2) No se valoró la pericia contable N° 002-2015-VS/CO.
3) Los agraviados adquirientes que no presentaron pruebas, declararon en investigación judicial y juicio oral.
4) Gran parte de los vehículos fueron incautados y los agraviados adquirientes perdieron dichos vehículos y el dinero de la cuota inicial.
5) La pena debe ser elevada, debiendo valorarse para ello la magnitud del desvalor de la conducta de la procesada, quien ha perjudicado a los agraviados sabiendo que no era propietaria de los vehículos.
2. La procesada sostiene:
1) Los hechos imputados deben dilucidarse en la vía civil-comercial, deviniendo en atipicidad.
2) Firmó contratos con su nombre, si el comprador paga por un vehículo a una persona que no figura inscrito como propietario ante Registros Públicos no es estafa sino que está relacionado a responsabilidad civil. 
3) Existe una valoración incongruente:
i. En el caso de los agraviados otorgantes el hecho sería atípico.
ii. En el caso de los agraviados adquirientes si habría delito.
iii. No se tiene en cuenta que ambos hechos son similares.


[REFERENCIAS NORMATIVAS]
· Artículo 196, 196-A, 197.4 del Código Penal. 
· Artículo 284, 301-A del Código de Procedimientos Penales.
· Artículo 2012 del Código Civil.
· Artículo 5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.


[JURISPRUDENCIA]
· Recurso de Nulidad N° 2372-2012, Lima.
· Exp. 2920-2012-PHC/TC



[CONSIDERANDO RELEVANTE]
“DÉCIMO PRIMERO: La hermenéutica jurídica, sin embargo, reconoce de manera mayoritaria que el método jurídico, no se agota en una simple constatación silogística de un hecho concreto en relación con una formulación legal abstracta[footnoteRef:1]. En ese sentido, por ejemplo, resulta incorrecta la forma en que cierto sector de la doctrina nacional desarrolla el delito de estafa, esto es, como una mera secuencia de elementos [engaño, error, disposición patrimonial y provecho ilícito] vinculados por un nexo causal[footnoteRef:2] . El juez penal no se limita a verificar una conducta causalmente vinculada a un resultado lesivo, sino que fundamentalmente determina, con base en criterios jurídico-penales; si a conducta del autor ha generado un riesgo penalmente prohibido y si ese riesgo es el que se ha realizado en el resultado acaecido[footnoteRef:3][image: ] [1:  Cfr. GARCÍA CAVERO, Percy, «La aplicación del tipo penal de hurto al apoderamiento de acciones desmaterializadas de una sociedad anónima». en Nuevas formas de aparición de la criminalidad patrimonial. Una revisión normativa de los delitos contra el patrimonio, 1ra ed., Lima: Jurista Editores, 2010, p. 36.]  [2:  En la doctrina nacional, sin embargo, todavía defienden esta posición causalista, SALINAS SICCHA, Ramiro, Delitos contra el Patrimonio, 5ta ed., Lima: Instituto Pacífico, 2015, p. 266; REÁTEGUI SÁNCHEZ, James. Manual de Derecho Penal, Parte Especial* 1ra ed., Lima: Instituto Pacífico, 2015, p. 442.]  [3:  GARCÍA CAVERO, Percy, Derecho Penal. Parte General, 2da ed., Lima: Jurista Editores, 2012, p. 386.] 


DÉCIMO SEGUNDO: En el presente caso, sin embargo, el Tribunal de grado inferior se ha limitado a constatar la existencia de un engaño causal, esto es, un engaño que resultó eficaz para producir un error, un perjuicio patrimonial, y un provecho ilícito. Ahora bien, si se exige que el [image: ]"engaño" propio de la estafa, constituya un "riesgo típicamente relevante" para el patrimonio, podrá legarse a la conclusión de que hay engaños causales que son típicos y otros engaños causales que no lo son. La tipicidad del engaño, por tanto, no es cuestión de causalidad, sino de imputación objetiva[footnoteRef:4] . [4:  Al respecto, vid. PASTOR MUÑOZ, Nuria, «EI engaño típico en el delito de estafa», en KINDHÄUSER, Urs et al, Cuestiones actuales de Derecho Penal General y Patrimonial, Lima: Ara Editores, 2005. P. 119-120.] 


DÉCIMO TERCERO: Al momento de analizar la tipicidad en los procesos por estafa, el juez penal no debe preguntarse «¿quién causó el error de la víctima?» sino «¿quién es competente por el déficit de conocimientos -error- de la víctima?»[footnoteRef:5] Aunque un caso llegue a los tribunales y el juzgador o el fiscal sepan (inevitablemente) a qué condujo en efecto el engaño (si hubo error o no y, en consecuencia, perjuicio patrimonial), pues el enjuiciamiento de los hechos tiene los conocimientos adquiridos ex post; esos conocimientos deben suprimirse a la hora de enjuiciar si el comportamiento del autor fue típico. Que se produzca el resultado, es una cuestión que está en un nivel de análisis distinto y posterior, en el que se trata simplemente de ver si el riesgo de perjuicio patrimonial se cristalizó o no en el resultado[footnoteRef:6]. Lo que debe verificarse, en primer término, es si el engaño de la víctima puede imputarse objetivamente al autor[footnoteRef:7].  [5:  PASTOR MUÑOZ, Nuria, «El engaño típico en el delito de estafa», en KINDHÄUSER, Urs et al, Cuestiones actuales de Derecho Penal General y Patrimonial, Lima: Ara Editores, 2005, p. 127.]  [6:  PASTOR MUÑOZ, Nuria, «El engaño típico en el delito de estafa», en KINDHÄUSER„ Urs et al, Cuestiones actuales de Derecho Penal General y Patrimonial , Ara Editores, 2005,p. 123.]  [7:  Vid. PAWLIK, Michael, «¿Engaño fraudulento por medio del envío de cartas de oferta similares a una facturación? A la vez, un análisis del fallo BGHSt 47, I = StV 2001 ,680», en Derecho Penal Contemporáneo. Revista Internacional, 32 (2010), p. 109 y ss.] 


DÉCIMO CUARTO: El delito de estafa protege el patrimonio, como poder jurídicamente reconocido de interacción en el mercado. De acuerdo con la configuración normativa de este mercado, en el contexto de nuestra sociedad actual, el sujeto que realiza un acto de disposición. muchas veces, no accede personalmente a toda la información que necesita para tomar sus decisiones económicas. En ese sentido, aquél que interactúa económicamente, se ve en la necesidad de confiar en otros que sí tienen acceso a esa información[footnoteRef:8]. Es por ello, precisamente, que mediante el tipo penal de estafa se busca garantizar un cierto grado de información veraz, para que el acto de disposición sea libre y, con ello, el patrimonio sea fuente de libertad para el titular; conservando, así, la estructura normativa del mercado.[image: ] [8:  PASTOR MUÑOZ, Nuria, «El engaño típico en el delito de estafa», en KINDHÄUSER„ Urs et al, Cuestiones actuales de Derecho Penal General y Patrimonial , Ara Editores, 2005,p. 131.] 


DÉCIMO QUINTO:  Ahora bien, ¿qué criterio orienta el reparto de incumbencias respecto a la averiguación de la información? De acuerdo con la más recientemente elaborada dogmática jurídico-penal, es el criterio de la accesibilidad normativa, el que permite delimitar los ámbitos de competencia respecto de la superación del déficit de información que permita interactuar de forma libre en el mercado. Hay accesibilidad normativa cuando el disponente tiene, por una parte, acceso a la información que necesita para tomar su decisión de disposición y goza, por otra, de los conocimientos necesarios para descifrarla. En caso de que haya accesibilidad normativa de la información para el disponente, incumbe a este último averiguarla[footnoteRef:9]. [9:  11 PASTOR MUÑOZ, Nuria, La determinación del engaño típico en el delito de estafa, Marcial Pons, 2004. P. 226 y ss.] 


DÉCIMO OCTAVO: El artículo 2012° del Código Civil consagra el Principio de publicidad registral, según el cual: "Se presume, sin admitirse prueba en contrario, que toda persona tiene conocimiento del contenido de las inscripciones". Se trata de una disposición normativa que consagra una presunción iure et de iure, esto es, una presunción que no admite prueba en contrario.  Por tanto, quien interactúa en  el  mercado de bienes registrables -en este caso, de los automóviles-, tiene la carga de conocer el contenido de las inscripciones; lo cual es una información que se encuentra normativamente accesible a la persona que pretende realizar una disposición patrimonial. Esta carga de cuidado fue infringida por los afectados. En consecuencia, existe competencia de la víctima.

VIGÉSIMO QUINTO: La delimitación entre delito de estafa e ilícito civil, derivado del incumplimiento de obligaciones contractuales, no se [image: ]encuentra supeditada al elemento subjetivo; esto es, resulta incorrecto establecer una delimitación atendiendo a si el autor tenía dolo antes o [image: ]después de celebrar el contrato. Esta posición resulta incorrecta, por cuanto la determinación de la relevancia penal de un comportamiento no empieza por la esfera interna del autor. El Derecho Penal, recién se [image: ]pregunta por la esfera Interna —dolo, imprudencia y culpabilidad en se sentido estricto- después que ha tenido lugar un comportamiento externo socialmente perturbador. En otras palabras, la delimitación entre estafa e incumplimiento contractual se verifica en el ámbito de la tipicidad objetiva.

VIGÉSIMO SEXTO: El engaño es un elemento que se presenta, no solamente en la estafa sino también en las relaciones contractuales civiles o de carácter mercantil. En estos casos, el operador de justicia tiene que delimitar quien es competente por la situación de error de la víctima; esto es, si incumbía a esta última agenciarse de la información normativamente accesible; o si era competencia del autor, en virtud de un deber de veracidad, brindarle a  la  víctima los conocimientos necesarios para su toma de decisión respecto de la disposición de su patrimonio. En el primer caso, no se configurará el delito de estafa, por cuanto el perjuicio patrimonial es competencia del propio disponente (competencia de la víctima); por tanto, los hechos serán ventilados en la vía extrapenal que corresponda. En el segundo caso, una vez verificado que ha existido la infracción a un deber de veracidad, y la realización del riesgo en el resultado, entonces podrá imputarse la comisión del delito de estafa, atendiendo a criterios objetivos como la idoneidad del contrato, o su forma de celebración» para bloquear el acceso de la víctima a la información normativamente accesible: o para generar en razón fundada de renuncia a ciertos mecanismos de autoprotección relevantes para su toma de decisión.

 


[DECISIÓN]
Por estos fundamentos, DECLARARON: I. HABER NULIDAD en la sentencia de fecha once de mayo de dos mil quince, obrante a folios once mil novecientos cincuenta y cinco, emitida por la Segunda Sala Penal para procesos con reos en cárcel de Lima, de la Corte Superior de Justicia de Lima, en el extremo que condenó a Hilda Cecilia Chacaltana Pacheco como autora del delito contra el patrimonio -Estafa-, en agravio de[image: ] Jorge Jesús Salas Gutierrez, Juan Pablo Pérez Olivos y Giancarlo Sarria Iraola; imponiéndole cuatro años de pena privativa de libertad efectiva; y, fijó en la suma de cinco mil soles el monto que por concepto de reparación civil deberá pagar la condenada a cada uno de dichos agraviados; sin perjuicio de devolver lo estafado; con lo demás que contiene; y REFORMÁNDOLA, la absolvieron de la acusación fiscal por el delito contra el patrimonio -Estafa-, en agravio de Jorge Jesús Salas Gutierrez, Juan Pablo Pérez Olivos y Giancarlo Sarria Iraola; MANDARON anular los antecedentes policiales y judiciales de la absuelta, que se hayan generado con motivo del presente juzgamiento; archivándose definitivamente el presente proceso; II. ESTABLECIERON que los [image: ]fundamentos jurídicos décimo primero, décimo segundo, décimo tercero, décimo cuarto, décimo quinto, décimo octavo, vigésimo quinto y vigésimo sexto, de esta Ejecutoria, constituyen precedente vinculante para todos los órganos jurisdiccionales correspondientes del Poder Judicial. III. ORDENARON se publique esta Ejecutoria Suprema en el Diario Oficial "El Peruano" y en la página web del Poder Judicial; y los devolvieron.

S.S.
HINOSTROZA PARIACHI
VENTURA CUEVA 
PACHECO HUANCAS
CEVALLOS VEGAS
CHÁVEZ MELLA
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